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18 de marzo de 2010
I.
RESUMEN

1. El 5 de octubre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por Horacio Perdomo Parada (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la muerte de Carlos Arturo Uva Velandia, por parte de un miembro de la Fuerza Pública, en el municipio de Hato Corozal, departamento del Casanare, el 21 de junio de 1992, la ausencia de esclarecimiento de la responsabilidad del Estado en los hechos y la consecuente falta de indemnización de perjuicios a favor de los padres y hermanos de la presunta víctima.
2. El peticionario alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la prohibición de la esclavitud y servidumbre, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección de la honra y de la dignidad, establecidos en los artículos 4, 5, 6, 7, 8 y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”), en relación con el deber de garantía, conforme al artículo 1(1) de dicho Tratado y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  El peticionario sostiene que el requisito del previo agotamiento de los recursos internos se encuentra satisfecho de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles en vista de que se habría incumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, así como la ausencia de caracterización de los hechos como presuntamente violatorios de la Convención Americana.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el reclamo admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, y decidió declarar inadmisibles los artículos 6 y 11 de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número P509-00 y tras efectuar un análisis preliminar, el 6 de enero de 2009 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento.  En respuesta, el Estado solicitó una prórroga de treinta días para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El Estado presentó sus observaciones el 15 de abril de 2009, y éstas fueron transmitidas al peticionario para sus observaciones.  La CIDH recibió las observaciones del peticionario el 22 de mayo de 2009, las cuales fueron trasladadas al Estado con un plazo de un mes.  El 29 de junio de 2009 el Estado presentó sus observaciones finales.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
5. El peticionario señala que el 20 de junio de 1992 el soldado Juan Alexis Rodríguez Burgos habría sido enviado desde la Base Militar acantonada en el municipio de Paz de Ariporo al vecino municipio de Hato Corozal, ambos en el departamento de Casanare, a constatar la entrega de unos víveres para dos comandos antiguerrillas destacados en Hato Corozal y a recibir información confidencial.  Señala que Juan Alexis Rodríguez, quien se encontraba vestido de civil, se habría presentado en Hato Corozal ante el Teniente Erick Rodríguez a quien le habría informado el objeto de su misión y que se regresaría en el primer bus del día siguiente
.

6. Señala que esa noche Juan Alexis Rodríguez se encontraba consumiendo bebidas alcohólicas en un establecimiento de Hato Corozal donde también se encontraba Carlos Arturo Uva Velandia departiendo con unos amigos.  Señala que en ese lugar Juan Alexis Rodríguez y Carlos Arturo Uva habrían tenido un altercado, tras lo cual Juan Alexis Rodríguez se dirigió, junto a otros dos particulares, al lugar donde se encontraba acantonado uno de los comandos antiguerrilla.  Señala que en ese lugar le solicitó a los centinelas del puesto de guardia que le permitieran la entrada y le pidió al Teniente Erick Rodríguez, quien se encontraba al mando, que le proporcionara una patrulla “por que había un sujeto que le estaba buscando pelea”
.  Señala que en vista de la solicitud y el estado de embriaguez de Juan Alexis Rodríguez, el Teniente Erick Rodríguez le habría ordenado que se retirara a dormir.
7. Indica que Juan Alexis Rodríguez habría manifestado aceptar la orden y se había retirado.  Sin embargo, señala que Juan Alexis Rodríguez habría regresado al puesto de guardia donde se encontraba Carlos Arturo Uva y le habría indicado a los dos civiles que lo acompañaban que lo dejaran solo con la presunta víctima, quien presuntamente se encontraba maniatada.  Indica que uno de los centinelas le preguntó a Juan Alexis Rodríguez qué iba a hacer y aquél respondió que sabía como proceder en estos casos, tras lo cual el centinela se habría dirigido inmediatamente a su superior a informarle de lo ocurrido.  Señala que en ese momento el centinela escuchó los gritos de auxilio de Carlos Arturo Uva, tras lo cual su cadáver habría sido encontrado en una alcantarilla con 14 puñaladas.  Señala que posteriormente, Juan Alexis Rodríguez se habría dirigido al otro comando antiguerrilla y habría informado que había dado muerte a un guerrillero.

8. El peticionario indica que por esos hechos, mediante auto de 23 de junio de 1992, se habría iniciado una investigación penal ante el Juzgado 120 de Instrucción Penal Militar de Yopal, departamento de Casanare y se ordenó la detención preventiva de Juan Alexis Rodríguez.  Mediante decisión de 10 de febrero de 1993 el Comandante del Grupo de Caballería No. 7 Guías de Casanare (Juzgado de Primera Instancia) dispuso, por competencia, enviar el proceso a la Unidad de Fiscalías de Paz de Ariporo, cuya Fiscalía 18 avocó conocimiento de la investigación.  El 19 de octubre de 1993 se profirió resolución de acusación contra Juan Alexis Rodríguez por la presunta comisión del delito de homicidio agravado.

9. El 10 de mayo de 1994 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Paz de Ariporo condenó a Juan Alexis Rodríguez como autor del homicidio de Carlos Arturo Uva a 16 años de prisión, a la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por 10 años y al pago de 500 gramos oro a favor de los padres de Carlos Arturo Uva por concepto de perjuicios morales y materiales.  La sentencia fue apelada tanto por la Fiscalía y por el procesado y el 19 de diciembre de 1994 el Tribunal Superior del Distrito profirió sentencia de segunda instancia confirmando en su integridad la decisión de primera instancia.
10. En cuanto al proceso contencioso administrativo, el peticionario señala que el 11 de marzo de 1993 los familiares de Carlos Arturo Uva interpusieron una demanda de reparación directa contra el Ministerio de Defensa.  Señala que mediante sentencia del 12 de octubre de 1995 el Tribunal Administrativo de Casanare negó las pretensiones de los demandantes.  Dicho Tribunal reconoció la comisión de “un hecho repudiable […] que afortunadamente fue castigado por la justicia ordinaria, pero que en manera alguna compromete la responsabilidad del Estado, por que no existe la relación de causalidad con el servicio, por que los oficiales y suboficiales que conocieron de los hechos […] actuaron dentro de los parámetros normales, para ellos era sumamente difícil intuir que el soldado Rodríguez Burgos portaba arma blanca y que excediéndose de las órdenes que le habían impartido había procedido a detener arbitrariamente a un ciudadano […]”
.  Señala que contra esa sentencia se interpuso un recurso de apelación, el cual fue denegado mediante providencia del Consejo de Estado de 30 de marzo de 2000.
11. Alega que el Consejo de Estado fundamentó la denegación del recurso en que “no se adjuntó al proceso administrativo la sentencia penal condenatoria de segunda instancia”.  Señala que dicha sentencia no habría sido adjuntada al presentar la demanda de reparación directa porque el Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo aún no la había dictado y alega que el Consejo de Estado de conformidad con los artículos 4, 37(4) y 180
 del Código de Procedimiento Civil tenía la facultad y obligación de decretar esa prueba de oficio y allegar la sentencia al proceso contencioso administrativo que se estaba adelantando.
12. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la prohibición de la esclavitud y servidumbre, la libertad personal, la protección de la honra y de la dignidad protegidos en los artículos 4, 5, 6, 7 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de Carlos Arturo Uva Velandia.  Asimismo, alega la falta de indemnización de los perjuicios materiales y morales causados a los familiares de la presunta víctima constituye una violación del derecho a las garantías judiciales establecido en el artículo 8 de la Convención Americana en conexión con la obligación genérica de asegurar el respeto de los derechos consagrados en la Convención garantizada en el artículo 1(1) de la misma.
13. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, el peticionario alega que los recursos internos se habrían agotado con la providencia que denegó el recurso de apelación del 30 de marzo de 2000 y fue notificada por edicto a las partes el 6 de abril de 2000
.
14. En cuanto a los argumentos del Estado sobre la reparación recibida por los padres de Carlos Arturo Uva el peticionario alega que ni los padres ni los hermanos de la presunta víctima han recibido indemnización ni de Juan Alexis Rodríguez ni del Estado colombiano.  En cuanto a la acción de responsabilidad civil extracontractual el peticionario alega que la acción de reparación directa también se denomina de responsabilidad extracontractual, la cual fue interpuesta y denegada por la jurisdicción contencioso administrativa por lo que no sería de recibo interponer la misma acción ante la jurisdicción civil.
B.
Posición del Estado
15. El Estado alega que en relación con los hechos que sustentan el reclamo se surtieron de manera diligente dos procesos a nivel interno: uno ante la justicia penal ordinaria en el cual se condenó al responsable de la muerte de Carlos Arturo Uva Velandia y otro ante la jurisdicción contencioso administrativa en el cual se absolvió a la Nación – Ejército Nacional de responsabilidad administrativa.

16. En cuanto al proceso penal el Estado confirma que aquél culminó con una sentencia de segunda instancia proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo el 19 de diciembre de 1994, la cual confirmó el fallo de primera instancia que condenó a Juan Alexis Rodríguez Burgos a 16 años de prisión por el homicidio de Carlos Arturo Uva y decretó el pago de perjuicios morales y materiales a favor de sus padres.  El Estado sostiene que la justicia ordinaria “tomó una decisión motivada, diligente y respetuosa del debido proceso, incluso tomando en consideración los daños materiales y morales que sufrieron los familiares de la presunta víctima”.
17. Respecto al proceso contencioso administrativo el Estado sostiene que el peticionario expresa su inconformidad con el fallo de segunda instancia del Consejo de Estado debido a que aquél tomó su decisión “[…] basado en que no se adjuntó al proceso administrativo la sentencia penal ejecutoriada de segunda instancia”.  Concretamente, el Estado alega que la decisión del Consejo de Estado no se basó exclusivamente en que la sentencia penal de segunda instancia no hubiera sido allegada al proceso sino también a que “[…] el fallo penal condenatorio no conduce obligatoriamente a una sentencia condenatoria por falla de la administración, por cuanto difieren ostensiblemente la responsabilidad penal derivada del hecho punible del agente, caracterizada por ser personal, de la originada en una falla del servicio que generalmente es anónima”.
18. Alega que el hecho de que no se haya allegado al proceso administrativo copia integral del proceso penal no obedece a negligencia del juez administrativo y reitera que aún cuando hubiese obrado la sentencia penal de segunda instancia ello no implicaba obligatoriamente una condena en la jurisdicción contencioso administrativa, ya que la naturaleza de la responsabilidad y el sujeto de la misma en ambas jurisdicciones es distinta y además no se había encontrado un nexo con el servicio en las actuaciones de Juan Alexis Rodríguez.

19. El Estado alega también que en caso de que la jurisdicción contencioso administrativa hubiese eventualmente encontrado responsable al Estado y al mismo tiempo haberse decretado – como efectivamente ocurrió – una indemnización penal no se habría podido ordenar indemnización alguna en el contencioso administrativo por daño material y moral puesto que dobles indemnizaciones van en contra del principio según el cual la reparación no puede enriquecer ni empobrecer a la víctima.  Alega que en esa medida el juez penal fue diligente en ordenar la reparación en cabeza de Juan Alexis Rodríguez.
20. El Estado alega que el reclamo del peticionario está encaminado a obtener una indemnización adicional por parte del Estado y para hacerlo pretende que la Comisión actúe como una cuarta instancia.  Señala que tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Derechos Humanos han afirmado que el hecho de que los peticionarios, en el ámbito interno, no obtengan decisiones con resultados favorables a sus intereses, no implica “(i) que exista una excepción al agotamiento de los recursos internos por denegación de justicia ni (ii) que exista una violación a su derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana”.
21. Alega que según como ha sido señalado por la Corte Interamericana sólo si se demuestra “(i) que los tribunales internos no llegaron al examen de validez de los recursos, (ii) que las decisiones se motivaron en razones fútiles o (iii) que existe una práctica o política ordenada o tolerada por el poder público cuyo efecto es el de impedir a ciertos demandantes la utilización de los recursos internos, se podrá aplicar la excepción al agotamiento de los recursos internos”, de lo contrario la Comisión estaría actuando como una cuarta instancia.  Alega además que en el presente caso no se cumplen ninguno de los tres requisitos señalados por lo que el reclamo debe ser declarado inadmisible.
22. En cuanto a la reparación del daño, el Estado alega que los padres de Carlos Arturo Uva son beneficiarios de una indemnización ordenada por el juez penal por los daños materiales y morales causados.  Alega que si la indemnización no era de recibo de los familiares, estos tenían la posibilidad de constituirse en parte civil en el proceso penal o ejercer una acción de responsabilidad civil extracontractual.
23. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, el Estado alega que subsisten recursos adecuados y efectivos si el peticionario considera que no se encuentra satisfecho su derecho a la reparación.  Concretamente el Estado hace referencia a la acción de responsabilidad civil extracontractual, la cual tiene una naturaleza diferente a la de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa
 y prescribe en 20 años desde la fecha en que ocurrieron los hechos.
24. En sus consideraciones finales el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible con base en que los hechos no caracterizan violaciones a la Convención Americana, que un pronunciamiento de la Comisión respecto a las alegadas violaciones configurarían una cuarta instancia y que aun subsisten recursos adecuados y efectivos de conformidad con el artículo 46(1)(a) en caso de que los peticionarios deseen acceder a reparaciones adicionales a las obtenidas en el orden interno.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
25. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
26. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.

27. En relación con los alegatos sobre posibles violaciones a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Comisión observa que Colombia depositó el instrumento de ratificación de dicha Convención el 19 de enero de 1999 y que los hechos alegados en la petición habrían ocurrido en el año 1992, es decir con anterioridad a la ratificación por parte de Colombia de dicho instrumento internacional.  Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tendría competencia ratione temporis para aplicar la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a la presunta denegación de justicia por hechos ocurridos con posterioridad a la ratificación de la Convención por parte del Estado. 

28. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

29. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.  En el presente caso, el peticionario alega que se han agotado los recursos previstos por la jurisdicción interna, vale decir, el proceso penal y la reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa.

30. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dado que si el peticionario considera que no se encuentra satisfecho su derecho a la reparación puede interponer la acción de responsabilidad civil extracontractual, la cual prescribe en 20 años desde la fecha en que ocurrieron los hechos.  En cuanto al proceso contencioso administrativo, el Estado señala que éste se desarrolló y finalizó con celeridad a pesar de que el resultado del proceso fue adverso a las pretensiones de los peticionarios.  Por su parte el peticionario alega que los recursos internos fueron agotados el 6 de abril de 2000 con la notificación de la providencia que denegó el recurso de apelación en la jurisdicción contencioso administrativa.
31. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  La Comisión observa que los reclamos del peticionario se refieren principalmente a la denegación por parte del Estado de responsabilidad alguna por la conducta de uno de sus agentes en un área militar.
32. Al respecto, los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por los peticionarios con relación a la muerte de Carlos Arturo Uva se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada por el Estado mismo.  Al respecto, la Comisión nota que mediante sentencia de 10 de mayo de 1994 la justicia penal ordinaria condenó al responsable de la muerte de Carlos Arturo Uva a 16 años de prisión y que dicha providencia fue confirmada en segunda instancia el 19 de diciembre de 1994.
33. Asimismo, el peticionario alega haber intentado una acción de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, la cual fue denegada en primera instancia y confirmada por el Consejo de Estado en segunda instancia, el 30 de marzo de 2000, en virtud de que “no se adjuntó al proceso administrativo la sentencia penal condenatoria de segunda instancia”
.  Alega que el Consejo de Estado tenía la facultad y obligación de decretar esa prueba de oficio y allegar la sentencia al proceso contencioso administrativo que se estaba adelantando.  Por su parte, el Estado sostiene que la decisión del Consejo de Estado no se basó exclusivamente en que la sentencia penal de segunda instancia no hubiera sido allegada al proceso sino también a que “[…] el fallo penal condenatorio no conduce obligatoriamente a una sentencia condenatoria por falla de la administración, por cuanto difieren ostensiblemente la responsabilidad penal derivada del hecho punible del agente, caracterizada por ser personal, de la originada en una falla del servicio que generalmente es anónima”
.
34. En cuanto a la acción civil por responsabilidad extracontractual la Comisión nota que el artículo 2341 del Código Civil establece que “[e]l que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.  Asimismo, el artículo 103 del Código Penal vigente al momento de los hechos establecía “[e]l hecho punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales que de él provengan”
 y el artículo 108 establecía un plazo de prescripción de 20 años cuando la acción se ejercita independientemente del proceso penal.  Al respecto la Comisión observa que esta acción aún no habría prescrito, sin embargo tampoco se desprende que los familiares de la presunta víctima hayan intentado este recurso, sin embargo dicha vía se encuentra exclusivamente encaminada a obtener indemnizaciones por daños y perjuicios causados por el delito o culpa individual.  Por lo tanto, no es necesario que este tipo de recurso sea agotado con relación al reclamo referido a la presunta responsabilidad del Estado en la muerte de Carlos Arturo Uva.
35. Por lo tanto, dadas las características del reclamo materia del presente caso, la Comisión considera que el reclamo de los peticionarios satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

36. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  El artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

37. La Comisión observa que la petición fue recibida el 5 de octubre de 2000 y la resolución denegando el recurso de apelación en la jurisdicción contencioso administrativa fue dictada por el Consejo del Estado el 30 de marzo de 2000 y notificada por edicto a las partes el 6 de abril de 2000, por lo que se cumplió con el requisito estipulado en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

38. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

39. Los peticionarios alegan que las autoridades no investigaron o esclarecieron en qué medida el Estado pudiera haber tenido responsabilidad por la conducta de sus agentes o por no haber respondido debidamente ante la muerte de Carlos Arturo Uva Velandia.  Por su parte, el Estado alega que el reclamo del peticionario está encaminado a obtener una indemnización adicional por parte del Estado y para hacerlo pretende que la Comisión actúe como una cuarta instancia.  Al respecto, lo alegado por los peticionarios sobre la presunta responsabilidad del Estado por la conducta de sus agentes, no constituye una actividad que esté por fuera de la competencia de la Comisión y podría eventualmente caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, a la libertad personal, a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4(1), 7, 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.
40. La Comisión también considerará en la etapa de fondo, la presunta violación de los artículos 5, 8(1) y 25 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de las presuntas víctimas y considera que la supuesta falta de esclarecimiento de la responsabilidad del Estado por la conducta de uno de sus agentes en un área militar, requiere de un análisis de fondo bajo los estándares de la Convención Americana.
41. En cuanto al reclamo de los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 6 y 11 de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Comisión observa que los peticionarios no ofrecieron alegatos o sustento para su presunta violación por lo que no corresponde declarar dichas pretensiones como admisibles.
V.
CONCLUSIONES
42. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 6 y 11 de la Convención Americana y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
43. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 4(1), 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención.

2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 18 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� El peticionario hace referencia a Tribunal Contencioso Administrativo de Casanare, Sentencia de 12 de octubre de 1995.  Anexo a la petición inicial recibida en la CIDH el 5 de octubre de 2000.


� El peticionario hace referencia a Tribunal Contencioso Administrativo de Casanare, Sentencia de 12 de octubre de 1995.  Anexo a la petición inicial recibida en la CIDH el 5 de octubre de 2000.


� El peticionario hace referencia a Tribunal Contencioso Administrativo de Casanare, Sentencia de 12 de octubre de 1995.  Anexo a la petición inicial recibida en la CIDH el 5 de octubre de 2000.


� Código de Procedimiento Civil, artículo 4: “Interpretación de las normas procesales. Al interpretar la ley procesal, el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surgen en la interpretación de las normas del presente Código, deberán aclararse mediante la aplicación de los principios generales del derecho procesal, de manera que se cumpla la garantía constitucional del debido proceso, se respete el derecho de defensa y se mantenga la igualdad de las partes”, artículo 37(4): “Son deberes del juez: […] 4. Emplear los poderes que este Código le concede en materia de pruebas, siempre que lo considere conveniente para verificar los hechos alegados por las partes y evitar nulidades y providencias inhibitorias”, artículo 180: “Decreto y práctica de pruebas de oficio. Podrán decretarse pruebas de oficio, en los términos probatorios de las instancias y de los incidentes, y posteriormente, antes de fallar.  Cuando no sea posible practicar estas pruebas dentro de las oportunidades de que disponen las partes, el juez señalará para tal fin una audiencia o un término que no podrá exceder del que se adiciona, según fuere el caso”.


� Sección Tercera del Consejo de Estado, Edicto, Expediente No. 11588.  Anexo a la petición inicial recibida en la CIDH el 5 de octubre de 2000.


� El Estado sostiene que “existe una clara diferencia entre la culpa civil, la culpa penal y la responsabilidad estatal en el campo administrativo […] en consecuencia la circunstancia de haberse negado las pretensiones de la acción de reparación directa en la jurisdicción administrativa, denominada por el peticionario de 'responsabilidad extracontractual', en manera alguna le cercena la posibilidad de acudir ante el Juez Civil del Circuito de la jurisdicción ordinaria para obtener el reconocimiento y pago de una reparación integral del daño”.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 33801/1714 del 26 de junio de 2009, párrs. 32-33.


� CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas (Nicaragua), 18 de febrero de 1998, párrs. 96 y 97.  Ver también CIDH, Informe No. 55/97, Caso 11.137, Juan Carlos Abella (Argentina), 18 de noviembre de 1997, párr. 392.


� Petición inicial recibida en la CIDH el 5 de octubre de 2000.


� Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 22500/0932 del 13 de abril de 2009, párr. 17.


� Código Penal, Decreto 100 de 1980.





